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I. Introducción

A penas había comenzado la invasión rusa con-
tra Ucrania cuando, en marzo de 2022, circuló 
un video que mostraba al presidente Volodimir 

Zelenski llamando a sus compatriotas para que se rin-
dieran (Allyn, 2022). El presidente de Ucrania se veía 
tartajeante y la calidad de aquellas imágenes era mala. 
Aunque sus palabras contradecían la defensa que Zelens-
ki encabezaba ante la agresión armada, muchas perso-
nas creyeron que el video era auténtico. Pero era falso y 
lo promovían agencias de propaganda rusas, en un inten-
to para desalentar a los ucranianos.

Dos años más tarde una periodista de The Guardian, 
con ayuda del investigador Siwei Lyu de la Universidad 
de Búfalo, examinó ese video con varios sistemas de 
verificación para contenidos fabricados con inteligencia 
artificial (IA). De seis algoritmos de detección que lo eva-
luaron, tres indicaron que había más de 90% de posibili-
dades de que el video fuera falso. Para otros tres de esos 
sistemas, las posibilidades de que el video hubiera sido 
generado con IA oscilaban entre 0.5% y 18.7% (Lein-
gang, 2024).

Aquel falso video fue creado con aplicaciones de inteli-
gencia artificial que han sido sustancialmente mejora-
das. La iniciativa de reforma constitucional en materia 
electoral que presentó la presidenta Claudia Sheinbaum 
desconoció esa imposibilidad práctica para identificar, 
sin márgenes de error, contenidos generados por IA. La 
Cámara de Diputados la rechazó el 11 de marzo por con-
sideraciones políticas, pero no debido a yerros como los 
que manifiesta el intento para controlar el uso de IA en 
las campañas electorales. 

La inteligencia artificial y los contenidos engañosos que 
se pueden crear con ella son un mayúsculo elemento 
de disrupción en la vida pública contemporánea. Como 
es muy posible que, una vez clausurada la vía de una 

reforma constitucional, el gobierno se proponga hacer 
reformas en la legislación electoral, resulta pertinente 
examinar el apartado que la presidenta destinó en su 
iniciativa a la IA.

La exposición de motivos de dicha iniciativa presidencial 
no explicó sus propuestas. Se trata de un largo discurso 
plagado de referencias ideológicas e históricas. Allí no 
hay una sola razón sobre las causas para llevar la inte-
ligencia artificial al texto constitucional. Solamente se 
dijo que es necesario atajar “la manipulación informativa 
mediante herramientas tecnológicas” (Cámara de Dipu-
tados, 2026, p. 10). 

En esa frase, y luego en la propuesta de enmienda 
constitucional, los autores de la iniciativa confunden a 
la tecnología —a la que se refieren de manera gene-
ral— con las aplicaciones tecnológicas de carácter digital 
y, específicamente, las que hacen posible la inteligencia 
artificial generativa. Todo mensaje requiere, para propa-
garse, de una tecnología. El telégrafo y las señales de 
humo, la imprenta y las fotocopiadoras, son tecnologías 
específicas. 

En la propuesta presidencial había, aunque se le desarro-
lla poco, una concepción fatalista de la tecnología. Cual-
quier instrumento que permita difundir mensajes puede 
ser empleado para esparcir mentiras, pero también con-
tenidos de otra índole.

La inteligencia artificial es una tecnología que ofrece posi-
bilidades, pero al mismo tiempo implica riesgos para el 
intercambio político. Con aplicaciones de IA es factible 
organizar debates entre candidatos y/o ciudadanos, ana-
lizar las preferencias electorales en cada demarcación, 
procesar extensos documentos para identificar problemas 
y propuestas, o emplear chatbots para recabar opinio-
nes de los ciudadanos. La IA también puede ser utilizada 
para crear cuentas falsas con bots destinados a trasto-
car la conversación en las redes sociodigitales, suscitar 
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la desinformación con mentiras disfrazadas de noticias, 
confundir y engañar con la fabricación de videos, imáge-
nes o audios manipulados y falsos.

II. Etiquetar contenidos, opciones e ilusiones

La propuesta para añadir un nuevo apartado al inicio de 
la base C del artículo 41 constitucional decía:

Todo contenido relacionado a los procesos electorales 
que sea modificado o alterado mediante el uso de inteli-
gencia artificial o cualquier otra tecnología, deberá estar 
etiquetado por su emisor para su identificación en los 
términos que establezca la ley. Las personas concesio-
narias de radio o televisión, así como las plataformas 
de servicios digitales, serán responsables de identificar, 
evitar la difusión y advertir sobre contenido no etique-
tado. La ley establecerá las responsabilidades, medidas y 
sanciones aplicables (Sheinbaum, 2026, p. 22).

Cada una de esas frases amerita un breve comentario. 
Se hace alusión a todo contenido relacionado a los proce-
sos electorales. Suponemos que quiere decir “relacionado 
con”, pero ese desliz gramatical es menor. La norma 
habría afectado a toda información u opinión acerca de 
las elecciones y no solamente a la propaganda de parti-
dos y candidatos. La ausencia de precisiones hacía muy 
riesgosa esa pretensión. Tal y como fue presentada, 
involucraba a cualquier mensaje: el meme diseñado por 
un adolescente, un comentario en una conversación pri-
vada en WhatsApp, la noticia que difunde un reportero 
en un noticiero de radio, el análisis académico de un 
documento, etcétera. Pero —por fortuna— no hay auto-
ridad alguna, ni actor político o social, que pueda fisca-
lizar todo lo que se dice en tan variados ámbitos. Una 
supervisión de esa índole sería indeseable. Se trataría de 
una forma de censura previa, cuestionable aunque sea 
imposible ponerla en práctica.

Si la propuesta intentaba atajar, y en su caso aclarar, 
la propagación de contenidos falsos elaborados con IA, 
su formulación bloqueaba ese propósito cuando se refe-
ría expresamente a todo contenido que sea modificado 
o alterado mediante el uso de inteligencia artificial. Allí 
no se aludía a videos, imágenes o audios hechos con IA, 

sino modificados con ella o con otra tecnología. La IA 
permite trastocar un contenido ya existente, pero tam-
bién diseñar otros nuevos, que suelen ser los más enga-
ñosos. La iniciativa, muy posiblemente por descuido de 
sus autores, se preocupaba únicamente de la alteración 
y no de la fabricación de contenidos.

El intento para legislar el uso de inteligencia artificial o 
cualquier otra tecnología ensanchaba de tal manera el 
universo de instrumentos y modalidades de comunicación 
que resultaba inasible, e incluso absurdo. Si dibujo con un 
lápiz sobre la fotografía de un candidato, la habré alterado 
con un instrumento tecnológico. Si el día de las votaciones 
escribo una frase sobre la boleta, habré modificado ese 
contenido relacionado con las elecciones. Así de variadas 
son las posibilidades que incluiría esa disposición.

El contenido que ha sido alterado deberá estar etiquetado 
por su emisor para su identificación en los términos que 
establezca la ley. Esta frase indica que los autores de la 
iniciativa quisieron referirse específicamente a la IA, pero 
lo hicieron de forma tan improvisada que incluyeron toda 
clase de tecnologías. La colocación de etiquetas o marcas 
indelebles que advierten que se trata de creaciones con 
inteligencia artificial ha sido considerada en varios países 
como un recurso adecuado en el intento para dificultar la 
expansión de engaños digitales. Sin embargo, esa es, por 
lo general, una obligación de las personas y/o institucio-
nes que crean contenidos (diseñadores digitales, medios 
de comunicación, partidos, gobiernos, etcétera) y de las 
empresas propietarias de sistemas de inteligencia artifi-
cial generativa (como OpenAI, que maneja el ChatGPT, 
o Anthropic, que es creadora de la aplicación Claude).

La iniciativa de Sheinbaum, en cambio, asignaba la res-
ponsabilidad de colocar etiquetas a tales contenidos a las 
personas concesionarias de radio o televisión, así como 
las plataformas de servicios digitales. De esa manera, si 
un partido político diseñaba un spot de campaña en el 
que incluyera una imagen alterada con IA, tal modifica-
ción tenía que ser reconocida por la estación televisora o 
radiodifusora a donde ese contenido fuese enviado para 
su transmisión, o por plataformas como Facebook y X. A 
partir de ello, tales empresas habrían tenido que resolver 
si lo difunden. Esa obligación planteaba problemas jurídi-
cos, políticos y técnicos.
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III. Empresas de medios, poder y obligaciones

En radio y televisión, en México, la propaganda de las 
campañas políticas se difunde en tiempos del Estado 
que, para esos efectos, son administrados por el Insti-
tuto Nacional Electoral (INE). El INE elabora pautas para 
la transmisión de cada mensaje y envía los archivos con 
tales contenidos a cada emisora de radio y televisión, en 
todo el país. La obligación de esas empresas e institucio-
nes para transmitir los spots de partidos y autoridades 
electorales es indeclinable. Sin embargo, la propuesta de 
Sheinbaum les daba a los empresarios de la radiodifusión 
la oportunidad de evitar la transmisión de algunos de 
esos spots con el pretexto de que habrían sido modifica-
dos con IA.

Esas empresas y las plataformas digitales, añadía la ini-
ciativa, serán responsables de identificar, evitar la difu-
sión y advertir sobre contenido no etiquetado. De esa 
manera les imponía un deber que era imposible cum-
plir cabalmente, pero, al mismo tiempo, les confería un 
poder de supervisión inusitado.

Las campañas políticas habrían estado en riesgo de 
quedar subordinadas a decisiones discrecionales de las 
televisoras y radiodifusoras. El régimen de comunica-
ción política establecido en la reforma constitucional de 
2007, en materia electoral, se originó en el reclamo a las 
cadenas de televisión y radio que llegaban a vetar men-
sajes de los partidos aunque hubieran sido contratados 
como propaganda pagada e, inclusive, establecían tarifas 
diferenciadas. Debido a esas prácticas, aquella reforma 
constitucional prohibió la contratación de propaganda 
electoral en radio y televisión, y asignó a partidos y can-
didatos, para sus mensajes, la mayor parte de los espa-
cios a los que tiene derecho el Estado en cada emisora.

Si los concesionarios de radio y televisión, o las plataformas 
digitales, decidieran qué contenidos electorales difunden, 
la ley tendría que establecer criterios para esas determi-
naciones, pero ninguna norma sería suficientemente clara, 
ni satisfactoria. Tendría que precisarse qué tipo de altera-
ciones en una imagen o un sonido son permisibles. Las 
tecnologías digitales son utilizadas, en la confección y el 
procesamiento de contenidos, con propósitos muy varia-
dos. El rostro de un candidato puede ser retocado con 
programas de IA para disimular sus arrugas, o mostrarlo 
con una sonrisa más enfática. Por otro lado, la exhibición 

de un candidato rival para denunciar que ha incurrido en 
un hecho de corrupción, si se le muestra a partir de algún 
recurso de IA, sería considerado impublicable aunque en 
ese mensaje se dijera la verdad. 

La propuesta implicaba, por otra parte, problemas de 
jurisdicción del Estado. A las empresas e instituciones que 
manejan estaciones de radiodifusión, el Estado mexicano 
las puede obligar cuando está en juego el interés público, 
porque son beneficiarias de concesiones para utilizar el 
espectro radioeléctrico. Pero Meta, la firma que maneja 
Facebook e Instagram, o xAI encargada de X, que radi-
can en el extranjero, no siempre estarán dispuestas a 
cumplir exigencias de autoridades y leyes mexicanas. 
De hecho tales consorcios, sin necesariamente tomar en 
cuenta las disposiciones legales de cada país, supervisan 
de acuerdo con sus propias reglas los contenidos que 
los usuarios colocan en sus redes digitales y cuando así 
les parece a los responsables de tal escrutinio, o a los 
algoritmos en los que delegan esas revisiones, retiran 
mensajes que, según ellos, transgreden sus reglas.

IV. Difícil detectar engaños

La propuesta para regular el empleo engañoso de IA 
padece, además, una insuperable dificultad técnica. La 
IA generativa elabora contenidos cada vez más refina-
dos. Los deepfakes, como se conoce a videos, imáge-
nes o audios tan verosímiles que son tomados cual si 
fuesen reales, no son fáciles de detectar. Las personas, 
sobre todo cuando carecen de contexto crítico, pue-
den creer sin reservas que son auténticos. Inclusive, 
no pocos informadores profesionales llegan a confun-
dirse con ellos. El falso video del presidente Zelenski, 
mencionado al inicio de este texto, desorientó durante 
varias horas a periodistas y verificadores y hubo medios 
que lo difundieron advirtiendo, sin estar seguros, que 
podría ser apócrifo. La misma IA, cuando se emplea 
para detectar engaños, puede ofrecer amplios márge-
nes de error, como se manifestó en el mismo caso. Por 
eso pretender que quienes difunden contenidos, ya sea 
en radiodifusión o en redes digitales, tengan la obliga-
ción de identificar si son falsos es un despropósito en la 
fallida iniciativa de la presidenta Sheinbaum.

La inquietud que recoge esa iniciativa acerca de los 
usos indeseables de la IA en la propaganda política es 
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adecuada, pero fue diseñada desde un enfoque autori-
tario y, como está formulada sin conocimiento de cómo 
funciona y qué capacidades tiene la IA, esa propuesta 
desembocó en soluciones inviables. La etiquetación para 
advertir que una imagen o video han sido elaborados con 
IA es una medida útil, pero limitada porque debe hacerse 
desde la elaboración del contenido y depende de que sus 
creadores cumplan con esa exigencia. 

La Unión Europea, en su ambiciosa legislación para la 
IA que comienza a ser obligatoria en agosto de 2026, 
requiere que los responsables de sistemas de IA que 
generen o manipulen contenidos los etiqueten, pero 
sólo en casos de “ultrasuplantación”. Con ese término 
se denomina a “un contenido de imagen, audio o vídeo 
generado o manipulado por una IA que se asemeja a per-
sonas, objetos, lugares, entidades o sucesos reales y que 
puede inducir a una persona a pensar erróneamente que 
son auténticos o verídicos” (Parlamento Europeo, 2024, 
pp. 50 y 82).

A la inteligencia artificial es preciso entenderla y no 
satanizarla; aprovecharla y reconocer que se trata de 

una tecnología del siglo 21 sin pretender encajonarla 
con recursos del siglo anterior. Los riesgos que implica 
son muchos y entre ellos se encuentra la posibilidad de 
magnificarla, creyéndola irremediablemente inasible. Los 
excesos que se cometen con imágenes y audios gene-
rados con IA pueden ser sancionados, sobre todo si con 
ellos se difama a alguien, pero por lo general es imposible 
evitar que circulen. Para aquilatar los inagotables conte-
nidos a los que estamos expuestos constantemente, es 
preciso que haya medidas de alfabetización digital y en 
materia de IA, tanto entre todos los ciudadanos como, 
especialmente, entre quienes manejan sistemas y aplica-
ciones de inteligencia artificial.

Sólo en tanto los ciudadanos sean más reflexivos y crí-
ticos podría aspirarse a construir un contexto en donde 
las mentiras, por muy esmerada que sea su fabricación, 
sean reconocidas como tales. Pero es difícil anhelar una 
ciudadanía crítica en un entorno público como el que 
padecemos ahora, saturado de polarización, acaparado 
por la preponderancia de imágenes por encima de razo-
nes y con tan abundantes simplezas que por lo general 
desplazan a los argumentos. 




